2020 – Año del Bicentenario de la Fundación de la República de Entre Ríos”
RESOLUCION Nº     013              J.T.C.E.R.

 PARANA, 21 de Septiembre de 2020
VISTO:

 La impugnación presentada por la Dra. Nanci Rocío VINAGRE, contra la Calificación de Antecedentes, en el marco del Concurso Público Nº2 destinado a cubrir DOS (2) cargos de Fiscal de Cuentas N°1 y N°2 – abogados- para el Tribunal de Cuentas de Entre Ríos, y;
 
CONSIDERANDO:
 

Que, en orden a la admisibilidad formal del recurso intentado, cabe señalar que ha sido interpuesto en tiempo y forma, de acuerdo con lo dispuesto por el artículo 48 del Decreto N°1145/17 GOB. que reglamenta la Ley Nº10.436; 

 

Que, adentrándonos en el análisis de la procedencia del planteo deducido, corresponde reseñar en primer lugar, que mediante Acta Nº11 de fecha 1°/06/2020, se estableció la correlación entre los datos personales de cada postulante, contenidos en los sobres identificados con una clave numérica y las claves alfabéticas asignadas a cada uno de los exámenes escritos, junto a la calificación obtenida conforme dictamen del Jurado interviniente;

Que, asimismo se dieron a conocer los puntajes otorgados por el Jurado de Concurso en el Dictamen de fecha 08 de Mayo de 2020 correspondiente al examen escrito, así como los fundamentos de aquellos; se hizo saber la Calificación de Antecedentes aprobada mediante Resolución N°002 J.T.C.E.R. de fecha 27/05/2020 y finalmente, se estableció el orden de mérito provisorio, resultante luego de la suma de los puntajes obtenidos;
Que, en este estado, la Dra. Nanci Rocío VINAGRE promueve la vía recursiva señalada más arriba y respecto de la Calificación de Antecedentes, cuestiona los rubros “Especialidad” y “Antecedentes Académicos”;

Que, concretamente con respecto al primer rubro señalado -“Especialidad”- la postulante repasa la forma en que entiende fue puntuada en el mismo, señalando que en el eje N° 3 se le asignaron 3 puntos por los 12 años de desempeño en el TCER; en el eje N° 1, fue calificado un solo cargo en el área Fiscalía de Cuentas (0,30 puntos) y a su desempeño como Asesora Jurídica se le asignó 0,60 puntos, como función de rango medio, y concluye que en el eje N° 2 recibió 0,30 puntos  sobre un máximo de 1 punto;
Que, puntualmente, en relación al eje N° 1 manifiesta que se ha omitido o infravalorado las tareas y funciones acreditadas, entendiendo que existió una desigualdad de trato en la compulsa con las calificaciones de algunos postulantes;

Que, conforme lo expuesto, respecto al cargo de profesional Abogada en la Fiscalía de Cuentas: asume que se calificó este cargo con 0,30 puntos, cuando a su entender el mismo debe tratarse como un cargo de rango medio, atento que –pese a que no implica una responsabilidad funcional- en el escalafón se encuentra por encima del personal técnico administrativo y, fundamentalmente, posee una enorme afinidad en relación al cargo concursado. Compara su puntuación con la asignada a postulantes del mismo concurso (BAUMANN MORETTA, CONSUNDINO y FARIZA) así como de otros concursos (BERGARA). Respecto del postulante FARIZA, entiende que se le asignaron 0,60 puntos por el mismo cargo que aquí se trata, por lo que asume que se incurrió en un error material, al no haber recibido el mismo trato. Solicita por este cargo 0,60 puntos;
Que, en relación al Cargo de Asesora Jurídica del TCER: considera que no se valoró, al calificar como rango medio, la responsabilidad jerárquica y funcional que conlleva el ejercicio de este cargo. Hace referencia a la normativa que ordena la estructura orgánica del TCER para fundamentar su postura y, por otra parte, cita ejemplos de cómo se han calificado cargos de postulantes contadores (MOIA, JENSEN y LENARDON) clasificándolos de rango alto (0,90 puntos). Asegura que el cargo que desempeña implica la jefatura de dos áreas y se encuentra “jerárquicamente ubicada inmediatamente por debajo de las máximas autoridades del organismo, Presidente y Vocales del TCER, tal como sucedería en el ámbito de la administración central con una Secretaría de Estado”. Finalmente, describe las tareas y funciones asignadas a su cargo. Solicita por este cargo 0,90 puntos;
Que, en  cuanto al Cargo de Personal Técnico Administrativo: señala que no ha sido calificado de manera independiente, mientras que a otros concursantes (GENOLET y ARRUA GOBO) se les valoró una distinción separada entre cargos con distintas tareas pero dentro de una misma dirección o dependencia;
Que, asimismo, solicita se considere el cargo docente en escuela pública, tanto en el eje N°1 y N°3, ya que a su criterio encuadra en el concepto de empleo público, por ello debería tenerse en cuenta como cargo de rango mínimo (0,30 puntos). Por otra parte, afirma que “si el criterio para considerar o no un cargo afín, ha sido que pueden ser alcanzados por la actividad del TCER (…) destaco que también ello alcanza al personal docente.”; 

Que, en relación al eje N°2 de la “Especialidad”, la postulante realiza el cálculo y concluye que recibió 0,30 puntos en este concepto. Entiende que su trayectoria justifica un puntaje mayor al adjudicado y solicita que –en este concepto- se califiquen algunas actividades desempeñadas que, por otra parte, no fueron mencionados en la Resolución cuestionada, de la misma forma que destaca los escritos presentados y la elaboración de proyectos que luego suscribieron los funcionarios competentes;

Que, en relación al rubro “Antecedentes Académicos”, sostiene que no ha sido merituada la carrera de “Especialización en Derecho Comercial-Área Bancario”, como tampoco, el curso “Ética y Responsabilidad Social en el Servicio Público”, dictado por el Instituto Superior de Control de la Gestión Pública y patrocinado por la UTN. Este último antecedente –destaca- sí fue valorado en otros postulantes contadores (JENSEN y LENARDON). Solicita que se adjudique el puntaje de 0,25 puntos; 

Que, con respecto a la carrera de especialización, señala que la misma “es un estudio universitario con estrecha afinidad a los cargos concursados”. Argumenta que este tema, incluso, fue parte del material de estudio para el examen (menciona acordadas renditivas del TCER). Considera que sí fue puntuada en otros postulantes la carrera de Especialización en Derecho Tributario, entonces debería aplicarse un criterio análogo para adjudicar puntaje a la carrera aprobada por la impugnante. Por dicho antecedente solicita un puntaje acorde con el ítem “Otros Estudios Vinculados, punto d) carrera de especialización = 1,25 puntos; 

Que, previo a analizar el legajo del postulante, y en relación a la supuesta arbitrariedad en la calificación de Antecedentes de la ahora impugnante, cabe decir que la ley N°10436 en sus art. 5 delega en el Poder Ejecutivo la facultad de reglamentar el concurso para cubrir los cargos del Tribunal de Cuentas, por su parte, en los arts. 6 y 7 se establecen las pautas que debe seguir esa reglamentación, por un lado, tener en cuenta aquellos antecedentes que se encuentren especialmente vinculados al área que se concursa, por el otro, que debe respetarse una distribución equitativa y equilibrada entre los diversos antecedentes, atendiendo a criterios objetivos y observar el principio de igualdad entre los concursantes;
Que, en el art. 7 de la Ley N°10436 y en el art. 34 del Decreto Reglamentario Nº1145/17 GOB otorgan competencia al Jurado para realizar la evaluación de los antecedentes de los concursantes;

Que, el Decreto Nº 2664/18 MGJ, en su art. 9 deroga el Anexo II del Decreto N°1145/17 GOB, y establece el nuevo Anexo II que reglamenta los arts. 6 y 7 de la Ley N°10.436, disponiendo en el punto 1.II que de los CUARENTA (40) puntos que pueden asignarse en la evaluación de los antecedentes de los concursantes, hasta un máximo de OCHO (8) puntos serán calificados por la especialidad de los concursantes que en el ejercicio de funciones públicas o privadas, acrediten experiencia de la aplicación del Derecho Público, ciencias económicas en sistemas de contabilidad de la hacienda pública y administración financiera pública;

Que, en ese marco, se evidencia que el Jurado del Concurso al calificar los antecedentes de los concursantes debe resguardar los principios de objetividad e igualdad que ordena el art. 7 de la Ley N°10.436, como también motivar suficientemente su evaluación haciendo explícitos los criterios seguidos en cada uno de los ítems en forma pormenorizada, a fin de brindar transparencia a su accionar (art. 65 CP);
Que, bajo tales parámetros legales, el Jurado al dictar la Resolución N° 002 J.T.C.E.R. al motivar debidamente su decisión especificó los criterios objetivos que adoptó a fin de valorar los diferentes desempeños de funciones asignando puntajes específicos, con criterios objetivos e iguales para todos los concursantes, que permitieron a los interesados contar con elementos objetivos a fin de examinar en qué radicaba la diferencia de su puntaje con el del resto de los postulantes y el resguardo de los propios derechos de los participantes (CSJN “Correa de Martín” Fallos 315:2899);

Que, en ese sentido, la explicitación del criterio objetivo, imparcial e igualitario a seguir para asignar esos específicos puntos en el momento de realizar la calificación de los antecedentes, implica motivar con solvencia el acto del Jurado del Concurso y brinda transparencia a su actuación, ya que tratándose en el rubro especialidad de un puntaje por especialidad (8 puntos) que debía ser distribuido, era evidente que por cada una de las funciones o cargos en diferentes ámbitos laborales que como antecedentes laborales presentaban los concursantes debía asignarse un puntaje homogéneo y objetivo, garantizando el principio de igualdad entre los mismos; 

Que, el establecimiento de criterios objetivos e imparciales a utilizar en la valoración de los antecedentes de cada candidato implica motivar el acto del Jurado del Concurso y brinda transparencia a su actuación. De esa manera, en el rubro “Especialidad” en el que el Jurado podía asignar hasta OCHO (8) puntos, era evidente que debían establecerse pautas que garantizaran la igualdad de trato en el análisis de casos con antecedentes de los más diversos orígenes, tales como desempeño en el sector público nacional, provincial y/o municipal;
Que, conviene recordar que el acto de evaluación debe exponer los factores o variables que se tomaron en cuenta para valorar (discernir sobre) los antecedentes y méritos de los postulantes, asignándole puntaje a aquellos que el Jurado consideró relevantes. La Ley N° 10.436 y su reglamentación han reservado esta tarea de valoración de antecedentes a la discrecionalidad del jurado del concurso, el que previamente a analizarlos en cada caso, autolimitó sus atribuciones discrecionales, consignando de manera expresa los parámetros objetivos con los que analizaría cada caso;
Que, en consecuencia, el dictamen del jurado se ajustó a las normas vigentes y, simplemente expresó los criterios objetivos de calificación del rubro Especialidad, evaluando los antecedentes profesionales de los concursantes conforme al procedimiento previsto en la Ley N°10.436 y los Decretos Reglamentarios Nº1145/17 GOB y N°2664/18 MGJ. Ello evidencia que la decisión no violó el principio de razonabilidad al ser adecuado el medio elegido para el fin propuesto, racional, igual y proporcional, por lo expuesto no se advierte la configuración del vicio de arbitrariedad; 
Que, por otra parte, en el punto 2) RUBRO ESPECIALIDAD de la Resolución conjunta N° 3 J.T.C.E.R. de fecha 03 de julio de 2019 (B.O. 15 de Julio de 2.019) -dictada con antelación a la inscripción de los postulantes al presente Concurso y no cuestionada por ninguno de ellos-, expresamente se aclaró que la calificación a asignar –que va de CERO (0) a OCHO (8) puntos- sería adjudicada considerando tres ejes: Afinidad de los desempeños con el cargo a concursar, Relevancia de las funciones y/o desempeños desarrollados y Antigüedad acreditada; tal como lo realizado en la Resolución  aquí impugnada, que no es más que una derivación razonada de aquella;
Que, en definitiva, la objetivación y parametrización que se efectúa, no es más que el medio idóneo para captar de mejor modo la multiplicidad y heterogeneidad de situaciones que se presentan, resguardando la transparencia del procedimiento y la igualdad de tratamiento de los postulantes. La razonabilidad del criterio técnico utilizado para la valoración de los antecedentes, en su conjunto, queda evidenciada en los resultados concretos, que lejos están de generar agravio o perjuicio a la impugnante. En efecto, si se analiza  el orden de mérito resultante solo por el acápite “ANTECEDENTES” se advierte que la postulante VINAGRE obtiene la mayor calificación del rubro con 24,70 puntos aventajando a la postulante FEDERIK, siguiente en el orden de mérito, en 1.85 puntos. Téngase presente, que incluso dicha concursante ostenta una carrera administrativa y cargo similar al de la recurrente, en la órbita de Fiscalía de Estado, pero con mayor antigüedad acreditada en los cargos públicos desempeñados, lo que si bien le concede mayor puntaje, la impugnante compensa con mejor desempeño en el eje “Relevancia de las funciones y/o desempeños desarrollados” del rubro “Especialidad” y en el rubro de “Antecedentes Académicos”;
Que, analizado nuevamente el legajo de la Dra. VINAGRE en Sesión Ordinaria de fecha 21/09/2020, el Jurado de Concurso considera en forma unánime que, con respecto al rubro “Especialidad” y en relación al eje N° 1, siguiendo la clasificación que realiza la impugnante, cabe destacar que los cargos de profesional abogado y de personal técnico administrativo se consignaron de manera conjunta, no hubo en ningún postulante una consideración separada entre cargos de empleado técnico administrativo y profesional abogado. Más allá de la interpretación realizada por la impugnante, citando algunos ejemplos en los que, a su entender hubo diferenciación, la misma no existió. Así, en relación al postulante FARIZA corresponde explicitar que el cargo de profesional abogado fue calificado con 0,30 puntos, y no con 0,60 puntos como indica la recurrente, mientras que GENOLET recibió en este eje un total de 1,20 puntos, que de forma desagregada se corresponden a los cargos de Empleado del TCER (0,30 puntos) y Fiscal de Cuentas N° 2 (0,90 puntos) Por otro lado, respecto del postulante ARRUA GOBO, se trata de una consideración diferente, ya que los cargos que se evaluaron, corresponden a asignaciones con responsabilidad de funcionario, una de ellas considerada de “rango bajo” y la otra de “rango medio”, a los que se sumó su desempeño como empleado administrativo (“rango bajo”). De ese modo, alcanzó el puntaje de 1,20 en el eje “afinidad de los desempeños con el cargo a concursar”. Por tal motivo, practicar tal diferenciación, como lo solicita la impugnante, implicaría marcar una desigualdad con las demás calificaciones –sobre todo, pero no limitado a la de los postulantes de carrera del TCER- a quienes se los calificó con 0,30 puntos aunque se hayan desempeñado como empleados técnicos y luego como profesionales;
Que, en referencia a la jerarquía del cargo “profesional abogada”, este Jurado consideró más ajustado a la realidad clasificarlo como “rango bajo”, asignándole 0,30 puntos y respecto de la mayor “afinidad” del mismo, en el cotejo con los demás concursantes que no poseen desempeño en el TCER, cabe decir que el jurado entiende que la clasificación de cargos que guardan afinidad con la especialidad concursada es amplia, a fin de evitar caer en situaciones de injusticia y desigualdad con todos aquellos aspirantes al cargo que nunca hubieran estado ligados de manera directa al TCER, tal como pretende la recurrente. Es evidente que, en el marco de la evaluación concreta referida a este eje, se presentarían a consideración cargos heterogéneos y, por las razones expuestas, se computarían desempeños que, si bien no fueron realizados en el contexto especifico del Tribunal de Cuentas, estarían vinculados con la actividad estatal y la gestión de lo público en términos generales, incluyendo el amplio espectro de la Administración Pública, tanto Municipal, Provincial como Nacional; 

Que, el cargo de asesora jurídica del TCER fue clasificado como “rango medio” (0,60 puntos) y de los concursantes citados, que la impugnante supone poseen cargos que fueron calificados como “rango alto”, en realidad no lo fueron;
Que, conforme lo establecido en el Anexo II Punto III. 5) del Decreto N°2664/18 MGJ y en el Anexo Único, Punto 5) de la Resolución Conjunta Nº 3 J.T.C.E.R. el ejercicio de la docencia corresponde sea evaluado en el rubro “Antecedentes Académicos”, en tanto ese desempeño se haya realizado en el nivel superior universitario, y no en los rubros Antigüedad ni en Especialidad. En este sentido, al ejercicio de la docencia en el nivel medio no le corresponde asignación de puntaje;
 Que, en relación al eje N° 2, es incorrecto el cálculo efectuado por la postulante dado que no recibió 0,30 puntos, como afirma, sino que fue puntuada con 0,50 puntos;
Que, no obstante, no tiene asidero jurídico la comparación que efectúa la recurrente con  postulantes a otros concursos que se realizan en paralelo, que no participan de este Concurso N° 2 para cubrir los cargos de Fiscales del Tribunal de Cuentas (Vgr. BERGARA), y mucho menos la referenciación con postulantes correspondientes a los Concursos N° 3 y N° 4 (Vgr. JENSEN) , que se relacionan con cargos de Vocal y Fiscal que requieren título de Contador Público y que es llevado adelante por un Jurado diferente a éste. Que ambos Tribunales hayan intentado compatibilizar criterios hermenéuticos de ningún modo los unifica, por lo que este Tribunal carece de competencia para analizar las decisiones emanadas de otro órgano, en otro trámite concursal; 

 Que, por otra parte, la pretensión de la impugnante de obtener mayor puntaje en función de la relevancia que tendrían los cargos y funciones desempeñados (cuestión que es analizada y calificada bajo el Eje “Afinidad”) no es admisible, en la medida en que el eje “Relevancia de las funciones y/o desempeños desarrollados”, no evalúa esos desempeños, funciones o cargos en sí mismos, sino la producción material resultante de tal actividad, verbigracia: los informes y proyectos de dictámenes/sentencias (escritos técnicos de su autoría) que adjuntara oportunamente la postulante y los que fueron objeto de análisis y valoración con el puntaje que aquí se cuestiona. Sobre este último punto y una vez reevaluados los antecedentes adjuntados por la recurrente referidos a este eje, el Jurado considera justo, en virtud de la amplitud y relevancia de los documentos presentados, incrementar el puntaje otorgado oportunamente, elevándolo a 0,75 puntos, sin dejar de señalar que algunos de dichos proyectos –como bien menciona la postulante en la constancia presentada oportunamente (fs. 47)- fueron modificados por las autoridades que suscribieron el acto administrativo definitivo;

Que, en relación al rubro “Antecedentes Académicos”, en cuanto a la consideración del curso “Ética y Responsabilidad Social en el Servicio Público, asiste razón a la impugnante en tanto se omitió su merituación, correspondiendo la adjudicación de 0,25 puntos por este antecedente; 
Que, respecto de la carrera de especialización, cabe decir que no se consideró como “vinculada” por tratarse de una especialización vinculada con el Derecho Privado, ajena al Derecho Público, por lo que su valoración fue desestimada, conforme lo establecido en el Anexo II, punto III. 3) del Decreto N°2664/18 MGJ; 
Que, la presente se dicta de conformidad con los Decretos N°1145/17 GOB. y N°2664/18 MGJ;

Por ello,

EL JURADO DEL CONCURSO N°2 DESTINADO A CUBRIR DOS CARGOS DE FISCAL DE CUENTAS N°1 Y N°2 –ABOGADOS-  DEL TRIBUNAL DE CUENTAS DE ENTRE RÍOS 

RESUELVE:
  

ARTÍCULO 1º: Hacer lugar parcialmente al recurso interpuesto por la Dra. Nanci Rocío VINAGRE contra la Resolución Nº002 J.T.C.E.R., y en consecuencia aumentar el puntaje en los rubros “Especialidad” y “Antecedentes Académicos”, en 0,25 puntos y 0,25 puntos, respectivamente, quedando establecida la calificación total de sus Antecedentes en 25,20 puntos; y desestimar la impugnación de los restantes aspectos, por los fundamentos expuestos en los Considerandos precedentes.-
ARTÍCULO 2º: Comuníquese, publíquese y archívese.- 
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